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ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA No. 303 

SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	10:40 a.m. 

	Imputado: 
	Libardo Antonio Lotero Alvarez

	Cédula de ciudadanía No:
	10.139.560 de Pereira

	Delito
	Hurto Calificado

	Ofendido
	Luz Aideé Pulgarín Arbeláez

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal Municipal

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa, contra el fallo proferido el día 05 de Mayo de 2006.


Se pronuncia la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- La señora Luz Aideé Pulgarín Arbeláez se encontraba por el sector de la Villa Olímpica en esta capital, siendo las 3:30 horas del pasado doce (12) de marzo, cuando recibió una llamada a su celular, contestó y fue el momento que aprovechó un individuo para intimidarla con arma blanca -cuchillo- con el fin de apropiarse de su celular, personaje que también la tiró al suelo y luego huyó para ser aprehendido con la colaboración de la ciudadanía. El celular fue recuperado por la policía.

1.2.- La Fiscalía local atribuyó la autoría material del ilícito a la persona identificada como LIBARDO ANTONIO LOTERO ALVAREZ, persona ésta cuya captura fue legalizada ante el Juzgado de Control de Garantías, seguida de la imputación respectiva con la consiguiente aceptación integral y la imposición de una medida de aseguramiento consistente en detención domiciliaria. En esos términos el asunto pasó a la señora Juez Penal Municipal con funciones de conocimiento, quien una vez efectuada la audiencia de individualización de pena y de sentencia, profirió fallo de mérito por medio del cual impuso como pena privativa de la libertad la de treinta y dos (32) meses de prisión, sin derecho a subrogado penal alguno por la excesiva violencia contra una persona indefensa y el gran impacto social generado; ni tampoco a la prisión domiciliaria, pues si bien los nuevos dispositivos ya no hacen referencia a la limitante de los cinco años, es lo cierto que aún se exige cumplir el requisito subjetivo que aquí se echa de menos. 
2.- El Debate

Lo promueve el señor Defensor, quien dice no compartir la negación del subrogado de la condena de ejecución condicional o en subsidio el sustituto de la prisión domiciliaria, porque:
- Un análisis frío de la conducta, llevaría a negar los beneficios con fundamento en la regla según la cual éstos no proceden en tratándose de un delito de Hurto Calificado-Agravado dada su gravedad; pero eso merece un estudio más profundo porque el valor del objeto hurtado es mínimo y aunque exhibió arma en momento alguno quiso lesionar a la víctima, sólo sirvió para amedrentarla y el daño corporal surgió por una caída a raíz del forcejeo. Es necesario analizar, por supuesto, que se trata de un ser humano con todas sus dificultades y defectos.
- No se tuvo en consideración el principio del favor libertatis que indica una limitación mínima de la libertad y sólo por necesidad; tampoco el principio pro homine, que resalta el valor humano y su concepción antropocéntrica en la Carta Política; ni menos la abolición del peligrosismo, pues no es el modo de la conducta cometida lo que debe llevar a la censura, sino la potencial peligrosidad hacia los actos futuros.
- Importante tener en cuenta que aceptó los cargos y se sometió a la justicia. En él se observa arrepentimiento, el cual es contrario a la peligrosidad que aquí se enrostra. Ahorró el trámite del juicio y se le concedió la detención domiciliaria la cual ha venido cumpliendo a cabalidad, precisamente por eso está presente en este acto.
- Se trata de una persona humilde, que se desempeña en la artesanía y que ni siquiera tenía ropa para venir a la audiencia. Tiene dos hijas por las cuales debe velar en el Municipio de Santa Rosa y para estar a su lado pide una nueva oportunidad.

- Culmina su intervención manifestando que el problema del señor LIBARDO es la adicción y que en la actualidad se encuentra recibiendo un tratamiento rehabilitador.

A todo lo anterior responde el señor Fiscal que:

- No se debe modificar la sentencia porque si bien es cierto la sanción no es superior a los tres años de prisión, el factor subjetivo no se da en el caso a estudio, en atención a la gravedad de la conducta. Hubo intimidación con arma blanca, al igual que utilización de fuerza bruta para tirar a la señora al piso con las consiguientes laceraciones en las extremidades inferiores. Se tiene entonces una violencia desproporcionada.

- Se olvida que así como el procesado tiene derechos, también los tiene la víctima. 

- Los hechos futuros a los cuales hace referencia el señor defensor para efectos del análisis de la peligrosidad, son eventualidades; en cambio, lo que ya hace parte del pasado, es decir, la conducta cometida, es algo real y permite la comprensión de ese peligro hacia la colectividad.

- Lo de la existencia de unos hijos no tiene porqué incidir en la toma de la decisión, por cuanto en ellos debió pensar precisamente en el instante de cometer esta infracción. Ni tampoco el hecho de aceptar cargos, pues el que así haya sido no significa que deba concederse la libertad.

Finalmente, intervino la directa afectada con la conducta, quien expresa que no tiene un conocimiento jurídico sobre este tipo de situaciones, pero que estará conforme con lo que este Tribunal decida.

3.- La Decisión

Habiendo quedado esclarecida la real ocurrencia del hecho y la participación dolosa por parte del enjuiciado, acerca de lo cual no existe debate y la prueba en el plenario es contundente, resta analizar lo que a la concesión o no de subrogados y sustitutos se refiere, pues es precisamente en este aspecto donde se presenta discusión.
Para efectos de hacer un estudio acerca de la viabilidad de los beneficios liberatorios, es prioritario un análisis de la personalidad, marcada por los antecedentes de todo orden: individuales, familiares y sociales. Así se desprende de lo prescrito textualmente por el artículo 63 del Código Penal, al igual que de la regulación que ahora contempla la Ley 906 de 2004 con respecto a la audiencia de individualización de pena y de sentencia, pues le resulta obligado al juez realizar una ponderación de la conducta anterior del justiciable a efectos de valorar cuál debe ser la pena a aplicar y la conveniencia o no de conceder algún tipo de alternativa diferente a la efectivización de la pena.

Para nuestro caso particular, se trata de una persona de 35 años de edad, que convive con tres hermanos y en el momento se encuentra desempleado. Se menciona en informe de campo, que al decir de vecinos y familiares, este personaje permanece fuera de casa en pésimas compañías pues sus amistades son viciosos y atracadores, incluida su compañera sentimental de la cual se sabe utiliza varios nombres. Sus propios colaterales han solicitado de las autoridades hacer algo al respecto pues consideran que el aquí comprometido requiere una medida de encarcelación porque se ha dedicado a llevar una vida antisocial en perjuicio de toda la comunidad. 

Al margen de esa información, se sabe de una anotación en la base de datos SIAN por Violencia Intrafamiliar, pero sin la adopción de medida alguna en su contra.

Es posible aceptar, como lo argumenta la defensa, que el individuo incriminado pudo no haber incurrido en un punible de suma gravedad, si observamos con detenimiento el contenido de la denuncia allegada al informativo, en donde se da a entender que no obstante haber llevado consigo un cuchillo, éste no lo utilizó o por lo menos no se lo dejó ver a la víctima (eso es lo que se extrae de una lectura detenida de la denuncia), más bien lo que aquí aconteció fue un arrebatamiento seguido en verdad de una violencia innecesaria contra la indefensa dama, pues la hizo caer al piso antes de huir con las consabidas consecuencias (escoriaciones en codo y tobillo).

Lo que se estima preocupante de la situación personal de LIBARDO LOTERO, como puede advertirse, son los datos que nos ofrece el vecindario del barrio San Judas donde habita y sus hermanos, pues al unísono dan fe que es persona dedicada a una vida deplorable, motivo por el cual solicitan con premura que las autoridades tomen medidas en este asunto para evitar que continúe afectando a terceras personas. A ese llamado no puede permanecer indiferente la judicatura, con mayor razón cuando ya existe una anotación por Violencia Intrafamiliar que simplemente ratifica que algo anormal se viene presentando en el interior de su residencia, y que no es otra cosa que la inadaptación de LOTERO a su medio.
Precisamente es ese y no otro el estudio que debe llevar aparejado el diagnóstico pronóstico al que está obligado el Juez Penal en cada caso concreto, al decir de las disposiciones transcritas.

En esas condiciones, podríamos llegar a concluir que este es el momento de poner en cintura los desafueros de LIBARDO ANTONIO; sin embargo, existen otros datos allegados a la actuación que nos hacen pensar en que sí es aconsejable un compás de espera para mirar en detalle el comportamiento hacia el futuro por parte del aquí comprometido, veamos:

- No obstante la vida que está llevando, está ausente en su pasado judicial alguna conducta contra el patrimonio económico. Si bien se dice que se está rodeando de personas indeseables, no se dice que él en forma personal haya hurtado con anterioridad, aunque muy seguramente de seguir por esta senda a eso se irá a dedicar. Por lo dicho, merece en este momento el beneficio de la duda en cuanto a que es su primera incursión en estas lides.
- A él se le concedió la prisión domiciliaria y el señor defensor ha sostenido que se encuentra en estos momentos cumpliendo la medida en forma satisfactoria e incluso está en un tratamiento de rehabilitación contra el consumo de drogas.

- A no dudarlo, son esas malas compañías y el consumo de sustancias sicoactivas lo que está llevando a este individuo a delinquir. No de otra forma se entiende que realice todo este comportamiento para hurtarse un bien de tan poco valor (un celular) pues precisamente ese y no otro era su objetivo.

- No se aprecia en realidad una violencia directa de su parte en contra de la dama aquí perjudicada, porque si bien el resultado de todo esto fueron las escoriaciones en la parte inferior de sus extremidades, es lo cierto que en momento alguno le mostró el instrumento corto-punzantes (la denunciante simplemente dice que algo sintió en la espalda pero no supo de qué se trataba); además, ese resultado lesivo fue el producto del forcejeo por el celular y no la voluntad de LIBARDO ANTONIO de causar lesiones a la víctima, de haberlo querido, habría hecho uso del acero que tenía en su poder.

Por todo lo dicho, encuentra esta Sala de Decisión, en aplicación al principio pro homine al que hizo alusión la defensa o cláusula de favorabilidad en la interpretación de los derechos, que dadas  las particularidades del caso que se juzga es procedente autorizar la continuidad en la medida de detención domiciliaria que le fuera decretada desde un comienzo a LOTERO ALVAREZ, para hacer un seguimiento de cerca a su situación, con miras a que demuestre si en realidad puede seguir haciendo vida con sus hermanos en esa residencia, si está en capacidad de dejar esas amistades negativas y si de verdad está cumpliendo con un programa de rehabilitación según lo mencionado por el señor apoderado.

En tal sentido, se dispone que por parte de la autoridad a quien corresponda adelantar el seguimiento de la prisión domiciliaria, se realicen las visitas y se rindan los informes periódicos para que el seguimiento al cumplimiento de esta medida sea realmente efectivo.
Anotación final
Al margen de todo lo expuesto, encuentra la Corporación que la señora Juez dio a entender al momento de efectuar la motivación de su fallo, que la exigencia de la pena igual o menor a cinco (5) años para efectos del estudio de la prisión domiciliaria ya no procedía en atención a los nuevos dispositivos que consagra la Ley 906 de 2004 (arts.314 y 461). Se trata de una afirmación que si bien no tiene incidencia final para el caso en estudio, es importante entrar a corregir para futuros análisis, y así debe ser por cuanto la norma que consagra esa exigencia objetiva (artículo 38 C.P.) sí está vigente a pesar de la nueva normatividad, por cuanto esta disposición sustantiva es la llamada a regir lo concerniente a la prisión domiciliaria en la cual se deben tener en cuenta, a diferencia de la detención domiciliaria, los fines de la pena que son por esencia diferentes y más rigurosos que aquellos otros que inciden en la aplicación de las medidas de aseguramiento, pues éstas operan cuando aún no existe un fallo de condena que pone fin a la presunción de inocencia. En otras palabras, el requisito de los cinco años como pena mínima no opera para efectos de la medida de detención domiciliaria, pero sí para el análisis de la prisión domiciliaria.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo apelado al ser de carácter condenatorio; pero lo MODIFICA en cuanto REVOCA el contenido de su numeral tercero, en consecuencia, se CONCEDE al señor LIBARDO ANTONIO LOTERO ÁLVAREZ la prisión docimiciliaria, en los mismos términos en que venía haciendo uso de la medida de aseguramiento. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO

  IVANOV ARTEAGA GUZMÁN                  

La Secretaria de la Sala, 

   CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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